
  

 Proyecto de ley  
  

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación…  

  

RÉGIMEN PROCESAL DE LA ACCIÓN CIVIL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO  

  

ARTÍCULO 1. - Naturaleza. La acción civil de extinción de dominio procede respecto de cualquier 

derecho, principal o accesorio, sobre los bienes descriptos en la presente ley a causa de los delitos 

contemplados en este régimen. Es una consecuencia patrimonial de actividades ilícitas consistente 

en la declaración de titularidad a favor del Estado, de los bienes a que se refiere esta ley, por 

sentencia de autoridad judicial, sin contraprestación, ni compensación de naturaleza alguna  

  

La extinción de dominio se declara a través de un procedimiento autónomo e independiente de 

cualquier otro proceso judicial, no pudiendo acumularse a ninguna pretensión.   

  

ARTÍCULO 2. - Competencia. Será competente para entender en las acciones previstas en el 

presente régimen, la Justicia Federal con competencia en lo civil y comercial. En la CIUDAD 

AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, será competente la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial 

Federal.  

  

Será competente el juez del domicilio del demandado o aquel donde se encuentren ubicados sus 

bienes, a elección de la parte actora. En caso de que existan bienes ubicados en distintas 

jurisdicciones la parte actora podrá accionar en todas o cualquiera de ellas.  

  

  

ARTÍCULO 3. - Procuraduría de extinción de dominio a favor del Estado Nacional. La 

Procuración General de la Nación contará con una Procuraduría de Extinción de Dominio a favor del 

Estado Nacional, con facultades para realizar investigaciones de oficio, así como colaborar con la 

identificación y localización de bienes que pudieran provenir de alguno de los delitos enumerados en 

el artículo 6° del presente, en los casos que así lo dispongan los fiscales intervinientes en esas 

investigaciones.  



  

  

 

La Procuraduría de Extinción de Dominio a favor del Estado Nacional, junto con los fiscales 

competentes conforme a lo establecido en el artículo 2º, deberán presentar las demandas e impulsar 

las acciones de extinción de dominio previstas en el presente régimen.  

  

El Procurador General de la Nación, de acuerdo con lo establecido en el artículo 22, segundo párrafo, 

de la Ley N° 27.148 y su modificatoria, determinará el funcionamiento de la Procuraduría de Extinción 

de Dominio a favor del Estado Nacional y establecerá los criterios que orienten el inicio y selectividad 

de las acciones de extinción de dominio en función de la significación económica de los bienes, el 

grado de afectación al interés público y los objetivos que orientan el accionar del MINISTERIO 

PÚBLICO FISCAL.  

  

La Procuraduría de Extinción de Dominio a favor del Estado Nacional estará facultada para requerir 

información a todas las áreas del Estado Nacional, así como a entidades públicas y privadas, las que 

no podrán negarla bajo ninguna circunstancia. Asimismo, podrá conformar equipos de investigación 

conjunta con organismos locales, internacionales y/o de otros países, así como requerir y/o prestar 

colaboración internacional en los términos de la normativa, los convenios y pactos vigentes.  

  

A requerimiento del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL, el juez competente deberá levantar el secreto 

fiscal, bancario, bursátil o el establecido en los artículos 22 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias 

y 87 - primer párrafo- de la Ley N° 27.260.  

   

  

ARTÍCULO 4. - Partes. En la oportunidad prevista en el artículo 8° del presente régimen, el 

MINISTERIO PÚBLICO FISCAL podrá demandar a cualquier persona, humana o jurídica, que 

ostente la tenencia, posesión, titularidad o cualquier otro derecho sobre un bien objeto de la acción 

de extinción de dominio, siempre que:   

  

a. Siendo persona física se encuentre condenada en primera instancia por los delitos previstos en 

el artículo 6 de la presente ley.  

b. La/s autoridad/es máxima/s de una persona jurídica y/o terceros relacionados con la misma, 

poseen condena de primera instancia por los delitos previstos en el artículo 6 de la presente ley.  

  



  

Durante el procedimiento se reconocen al afectado los siguientes derechos:  

  

a. Tener acceso al proceso, directamente o a través de la asistencia y representación de un abogado, 

desde la notificación de la pretensión de extinción de dominio o desde la materialización de las 

medidas cautelares.  

b. Conocer los hechos y fundamentos que sustentan el proceso en términos claros y comprensibles.  

c. Presentar y solicitar pruebas, e intervenir ampliamente en resguardo de sus derechos.  

d. Controvertir las pretensiones que se estén haciendo valer en contra de los bienes.  

e. Renunciar al debate probatorio y optar por una sentencia anticipada de extinción de dominio.  

  

ARTÍCULO 4 bis. - El MINISTERIO PÚBLICO FISCAL deberá impulsar la citación como tercero de 

intervención obligada en los términos de los artículos 90 y 94 del CÓDIGO PROCESAL CIVIL Y 

COMERCIAL DE LA NACIÓN, a la PROCURACIÓN DEL TESORO DE LA NACIÓN y a toda otra 

persona que ostente un derecho sobre los bienes objeto de la  demanda que pudiera ser afectado por 

la acción de extinción de dominio.  

  

ARTÍCULO 5. - Bienes incluidos. Estarán sujetos al presente régimen aquellos bienes incorporados 

al patrimonio del demandado con posterioridad a la fecha de presunta comisión del delito investigado 

que, por no corresponder razonablemente a los ingresos de su tenedor, poseedor o titular, o 

representar un incremento patrimonial injustificado, permitan considerar que provienen directa o 

indirectamente de uno de los delitos enunciados en el artículo siguiente.   

  

  

Quedarán abarcados:  

  

a. Todo bien susceptible de valoración económica, mueble o inmueble, tangible o intangible, 

registrable o no, los documentos o instrumentos jurídicos que acrediten la propiedad u otros derechos 

sobre los bienes mencionados, o cualquier otro activo susceptible de apreciación pecuniaria;  

  

b. La transformación o conversión parcial o total, física o jurídica, de los bienes previstos en el 

inciso anterior;  

  

c. Los ingresos, rentas, frutos, ganancias y otros beneficios derivados de los bienes previstos en 

cualquiera de los incisos anteriores.  



  

  

ARTÍCULO 6. - Procedencia. La acción de extinción de dominio procede respecto de los bienes que 

presuntamente provienen de los siguientes delitos:  

  

a. Los previstos en los artículos 5°, 6°, 7°, 8°, 10°, 23, 24 y 29 bis de la Ley N° 23.737 y sus 

modificatorias;  

  

b. Los previstos en los artículos 866 y 867 del CÓDIGO ADUANERO, aprobado por la Ley N° 22.415 

y sus modificatorias;  

  

c. Los delitos agravados por el artículo 41 quinquies del CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN;  

  

d. Los previstos en los artículos 125, 125 bis, 126, 127, 128 primer párrafo, 142 bis, 145 bis, 145 ter, 

146 y 170 del CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN;  

  

e. El previsto en el artículo 174, inciso 5° del CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN, siempre y cuando la 

investigación impute a un funcionario público que tenía a su cargo el cuidado y/o manejo de bienes 

públicos;  

  

f. Los previstos en los artículos 256 a 261, 263 cuando los bienes no pertenezcan a particulares,  

264 a 268 (2), 269, y 277 a 279 del CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN;  

g. Los previstos en los artículos 300 bis, 303, 304 y 306 del CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN, 

siempre que el hecho ilícito penal precedente fuera alguno de los enumerados en este artículo;  

  

h. Los previstos en los artículos 210 y 210 bis del CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN, siempre y 

cuando los delitos que se le atribuyan a la asociación sean alguno o varios de los detallados 

precedentemente.  

  

ARTÍCULO 7. - Medidas cautelares. Cuando la Procuraduría de Extinción de Dominio a favor del 

Estado Nacional tenga elementos que permitan considerar que un bien proviene directa o 

indirectamente de alguno de los delitos enumerados en el artículo 6°, podrá requerirle al fiscal 

interviniente que solicite el dictado de las medidas cautelares que estime necesarias para asegurarlo 

a los fines de la acción de extinción de dominio y que aún no se hubieran decretado.  

  



  

ARTÍCULO 8º.- Demanda. Objeto. El dictado de medidas cautelares sobre alguno de los bienes 

descriptos en el artículo 5º por alguno de los delitos enumerados en el artículo 6º, habilita la 

presentación de la demanda por extinción de dominio.   

  

El escrito inicial deberá respetar los requisitos establecidos en el CÓDIGO PROCESAL CIVIL Y 

COMERCIAL DE LA NACIÓN junto con la documental que sustenta la presentación.  

  

ARTÍCULO 8 bis. - La acción de extinción de dominio tramitará de conformidad con el proceso 

sumarísimo con excepción del plazo de contestación de demanda, que será de QUINCE (15) días.  

  

a. PROCESO SUMARISIMO: En los casos en que se promoviese juicio sumarísimo, presentada 

la demanda, el juez, teniendo en cuenta la naturaleza de la cuestión y la prueba ofrecida, resolverá 

de oficio y como primera providencia si correspondiese que la controversia se sustancie por esta 

clase de proceso. Si así lo decidiese, el trámite se ajustará a lo establecido para el proceso ordinario, 

con estas modificaciones:  

  

a.1 Con la demanda y contestación se ofrecerá la prueba y se agregará la documental.  

  

a.2 No serán admisibles excepciones de previo y especial pronunciamiento, ni reconvención, 

salvo lo dispuesto en el artículo 9 de la presente ley.   

  

  

a.3 Todos los plazos serán de tres días, con excepción del de contestación de demanda, que 

es de quince (15) días y el otorgado para fundar la apelación y contestar el traslado 

memorial, que será de cinco (5) días.  

  

a.4 Contestada la demanda se procederá conforme el artículo 10 de la presente.   

  

a.5 No procederá la presentación de alegatos.  

  

a.6 Sólo serán apelables la sentencia definitiva y las providencias que decreten o denieguen 

medidas precautorias. La apelación se concederá en relación, en efecto devolutivo, salvo 

cuando el cumplimiento de la sentencia pudiese ocasionar un perjuicio irreparable en cuyo 

caso se otorgará en efecto suspensivo.  

  



  

ARTÍCULO 9º.- Excepción previa. Sólo será admisible, como excepción de previo y especial 

pronunciamiento la acreditación de que el bien o derecho objeto de la demanda se incorporó al 

patrimonio del demandado con anterioridad a la fecha de presunta comisión del delito investigado, 

cuando esa circunstancia fuere manifiesta, sin perjuicio, en caso de no concurrir esta última 

circunstancia, de que el juez la considere en la sentencia definitiva.  

  

ARTÍCULO 10.- Etapa probatoria. Contestado el traslado de la demanda, -estando prohibida la 

reconvención- en su caso, o vencidos los plazos para hacerlo, resueltas las excepciones previas, si la 

cuestión pudiera ser resuelta como de puro derecho, así se decidirá y firme que se encuentre la 

providencia, se llamará autos para sentencia. Si se hubiesen alegado hechos conducentes acerca de 

los cuales no hubiese conformidad entre las partes, aunque éstas no lo pidan, el juez recibirá la causa 

a prueba procediendo de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 360. La audiencia allí prevista se 

celebrará también en el proceso sumarísimo.   

  

El juez citará a las partes a una audiencia, que presidirá, con carácter indelegable. Si el juez no se 

hallare presente no se realizará la audiencia, debiéndose dejar constancia en el libro de asistencia.  

En tal acto:  

   

1. Podrá proponer a las partes una conciliación. Recibirá las manifestaciones de estas debiendo 

resolver en el mismo acto.  

  

3. Oídas las partes, fijará los hechos articulados que sean conducentes a la decisión del juicio 

sobre los cuales versará la prueba.  

  

4. Recibirá la prueba confesional si ésta hubiera sido ofrecida por la demandada. La ausencia de 

uno de todos los absolventes, no impedirá la celebración de la audiencia preliminar.  

  

5. Proveerá en dicha audiencia las pruebas que considere. Esta obligación únicamente podrá 

delegarse en el secretario o en su caso, en el prosecretario letrado.  

  

6. Si correspondiere, decidirá en el acto de la audiencia que la cuestión debe ser resuelta como 

de puro derecho con lo que la causa quedará concluida para definitiva.  

  



  

Se faculta al MINISTERIO PÚBLICO FISCAL a realizar acuerdos con la parte demandada para 

abreviar los plazos y el proceso de la acción tendiente a la extinción del dominio.   

  

ARTÍCULO 11.- Sentencia de extinción de dominio. Además de los requisitos previstos en el 

CÓDIGO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACIÓN, la sentencia de extinción de dominio 

deberá contener:  

  

a. Los fundamentos específicos que llevaron al juzgador a formarse la convicción de que bienes o 

derechos de propiedad del o los demandados y/o de los terceros citados fueron incorporados sin 

una causa lícita a su patrimonio;  

  

b. Si se dispusiere la extinción de dominio, la identificación precisa de los bienes o derechos 

afectados por la sentencia;  

   

c. La declaración de extinción de dominio del bien o de los bienes identificados conforme al inciso b) 

sin contraprestación ni compensación alguna a favor del o de los demandados, así como de sus 

frutos y productos, en caso de resultar aplicable;  

  

d. Los efectos respecto de los derechos existentes sobre los bienes afectados;  

  

e. En caso de que se determine un incremento patrimonial que no pueda desvincularse de un 

patrimonio constituido en forma previa a los hechos investigados, o que el bien o el derecho haya 

sido transferido a favor de un tercero de buena fe y a título oneroso, deberá determinar su valor en 

dinero para su ejecución;  

  

f. Las medidas de ejecución de la sentencia, conforme los medios previstos por el CÓDIGO 

PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACIÓN, así como el plazo para la subasta de los bienes 

de conformidad con lo establecido en el último párrafo del artículo 13 del presente;  

  

g. En caso de tratarse de bienes inmuebles y bienes muebles registrables, la notificación a los 

registros respectivos del cambio de titularidad de los bienes afectados por la sentencia;  

  



  

h. El pronunciamiento sobre las costas, la regulación de honorarios y la compensación prevista en el 

artículo 18 del presente régimen, en caso de corresponder;  

  

i. En caso de que la sentencia incluya bienes ubicados fuera de la República Argentina, deberá 

identificarlos de manera precisa, con el objeto de que la Procuraduría de Extinción de Dominio a 

favor del Estado Nacional proceda a efectuar los trámites de reconocimiento y ejecución de 

sentencia en la jurisdicción correspondiente, conforme a la legislación aplicable.  

  

j. En caso de que la sentencia rechace la demanda de extinción de dominio, deberá comunicarse al 

juez a cargo de la investigación penal en la que oportunamente se dictaron las medidas cautelares, 

a efectos de que adopte la determinación que estime corresponder.  

   

ARTÍCULO 12.- Cosa juzgada. La sentencia firme hará cosa juzgada respecto de los bienes o 

derechos involucrados, con independencia del resultado de cualquier otra acción judicial.  

  

La sentencia firme de sobreseimiento o absolución dictada en sede penal, fundadas en la inexistencia 

del hecho investigado o en que dicho hecho no encuadra en una figura legal, obligará al Estado 

Nacional a:  

  

a. restituir el bien o derecho a su anterior poseedor o titular.   

b. entregarle un valor equivalente en dinero.  

c. desistir de la acción de extinción de dominio.   

  

ARTÍCULO 13.- Destino de los bienes sometidos a la acción de extinción de dominio. Durante la 

tramitación del proceso de extinción de dominio, la administración y el mantenimiento de los bienes 

muebles e inmuebles sometidos a medidas cautelares de desapoderamiento estará a cargo de la 

AGENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO, organismo descentralizado en el ámbito 

de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS.   

  

En las mismas circunstancias, el dinero en efectivo o depositado en cuentas bancarias a la vista, será 

transferido a una cuenta especial que devengue intereses a fin de mitigar su depreciación, y los 

instrumentos financieros con cotización en mercados regulados nacionales o internacionales serán 



  

administrados por el Fondo de Garantía de Sustentabilidad que funciona en la ADMINISTRACIÓN 

NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL.  

  

La sentencia que haga lugar a la acción de extinción de dominio deberá ordenar la subasta de los 

bienes y, una vez deducidos los gastos incurridos para su localización y secuestro, administración y 

mantenimiento y demás costos procesales, su producido ingresará a rentas generales de la Nación 

salvo cuando exista una asignación específica establecida en las leyes mencionadas en el artículo 6° 

del presente.  

 

ARTÍCULO 14.- Disposición anticipada. El juez podrá, a pedido del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL 

y con intervención de la autoridad a cargo de la administración de los bienes, ordenar la venta 

anticipada de los bienes sujetos a medidas cautelares, cuando presenten riesgo de perecer, 

deteriorarse, desvalorizarse o cuando su conservación genere erogaciones excesivas para el erario 

público.  

  

El juez siempre podrá ordenar la venta anticipada de los bienes cautelados cuando el afectado 

manifieste su consentimiento.  

  

Previo a resolver, el juez deberá escuchar a quienes invoquen derechos reales o personales sobre 

aquellos bienes. De no presentarse los interesados, procederá sin más la venta anticipada y el 

producido con sus intereses pasarán a conformar el objeto del proceso de extinción de dominio.  

  

El juez podrá adoptar las medidas que considere adecuadas para evitar la compra simulada o 

fraudulenta del bien que frustre los fines de desapoderamiento perseguidos por el presente régimen. 

Asimismo, el juez podrá ordenar la destrucción de los bienes cautelados cuando:  

  

a. Sea necesario u obligatorio dada su naturaleza;  

b. Representen un peligro para el ambiente, la salud o la seguridad pública;  

c. Amenacen su ruina.  

  

ARTÍCULO 15. - Fondo de garantía. El Poder Ejecutivo Nacional deberá establecer un fondo de 

garantía, conformado por un porcentaje del producido de lo que enajene de acuerdo con el presente 

régimen, a los efectos previstos en el último párrafo del artículo 12.  



  

  

ARTÍCULO 16.- Retroactividad y Prescripción. La acción de extinción de dominio prescribe según  

  

a. A los diez años de la sentencia que suspenda o extinga la acción penal.  

b. A los cinco años de la sentencia de primera instancia recaída en la causa penal.  

  

La extinción de dominio se declarará con independencia de que los presupuestos para su procedencia 

hayan ocurrido con anterioridad a la vigencia de esta Ley.  

  

ARTÍCULO 17.- Suspensión. No es aplicable la suspensión del dictado de la sentencia civil si la 

acción penal precede a la acción civil, o es intentada durante su curso. El dictado de la sentencia 

definitiva no debe suspenderse en el proceso civil   

  

ARTÍCULO 18.- Programas de colaboración. El MINISTERIO PÚBLICO FISCAL podrá desarrollar 

programas de colaboración de personas que aporten información relevante para las investigaciones 

que lleve adelante la Procuraduría de Extinción de Dominio a favor del Estado Nacional, fijando como 

compensación un porcentaje que no podrá exceder del quince por ciento (15%) de los bienes cuyo 

dominio se declare extinguido como consecuencia de la información aportada por el colaborador. A tal 

efecto, en cualquier instancia informará al juez a cargo del proceso, la existencia de uno o más 

colaboradores, cuya identidad será preservada, con el objeto de que la sentencia incluya dicha 

compensación.  

  

El servidor público que conozca acerca de la existencia de bienes que puedan ser objeto de extinción 

de dominio estará obligado a informar inmediatamente a la autoridad competente.  

  

ARTÍCULO 19.- Bienes cautelados. La acción de extinción de dominio procede también en los casos 

en que los bienes se encuentren cautelados o vinculados de cualquier modo a otro proceso.  

  

ARTÍCULO 19 bis. - Transmisión por causa de muerte. Los bienes a los que se refiere el artículo 

anterior no se legitiman por causa de muerte. En consecuencia, la extinción de dominio procede sobre 

éstos.   

  

ARTÍCULO 20.- Inoponibilidad. Ningún acto jurídico realizado sobre los bienes objeto de la demanda 

es oponible a la acción de extinción de dominio prevista en el presente régimen, con excepción de los 



  

realizados a favor de terceros de buena fe y a título oneroso, en cuyo caso deberá procederse 

conforme a lo establecido en el inciso e) del artículo 11 del presente.  

  

ARTÍCULO 21.- Sustitúyase el artículo 1907 del CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACIÓN, el 

que quedará redactado de la siguiente manera: “ARTÍCULO 1907. Extinción. Sin perjuicio de los 

medios de extinción de todos los derechos patrimoniales y de los especiales de los derechos reales, 

éstos se extinguen, por la destrucción total de la cosa si la ley no autoriza su reconstrucción, por su 

abandono, por la consolidación en los derechos reales sobre cosa ajena y por sentencia judicial que 

así lo disponga en un proceso de extinción de dominio.”  

  

ARTÍCULO 22.- Incorpórese como inciso 4 del artículo 21 de la Ley N° 24.522 y sus modificatorias, el 

siguiente: “4. Los procesos de extinción de dominio.”  

  

ARTÍCULO 23.- incorpórese como último párrafo del artículo 5° de la Ley N° 27.148 y su modificatoria, 

el siguiente: “La legitimación activa del Ministerio Público Fiscal de la Nación en el régimen de extinción 

de dominio a favor del Estado Nacional queda incluida entre sus funciones.”  

  

ARTÍCULO 24.- incorpórese como inciso h), del primer párrafo del artículo 22, de la Ley N° 27.148, el 

siguiente: “h) Procuraduría de Extinción de Dominio a favor del Estado Nacional.”  

  

ARTÍCULO 25.- Deber de cooperación internacional. El Estado cooperará con otros Estados en lo 

relativo a las investigaciones y procedimientos cuyo objeto sea la extinción de dominio, cualquiera que 

sea su denominación.  

  

ARTÍCULO 26.- Trámite de la solicitud. Se dará respuesta a las solicitudes de extinción de dominio 

y de asistencia en la investigación y medidas cautelares que tengan el mismo fin. La asistencia se 

prestará de conformidad con lo dispuesto en la presente ley.  

  

Una vez recibida una solicitud de otro Estado que tenga jurisdicción para decretar la extinción de 

dominio, se adoptarán de inmediato las medidas encaminadas a la identificación, la localización y el 

embargo preventivo o la incautación de los bienes, así como para la ejecución de la sentencia de 

extinción de dominio.  

  



  

Se ejecutará la respectiva solicitud de asistencia aún cuando se especifiquen procedimientos y 

acciones no previstas en la legislación del Estado requerido, siempre que no contradiga principios 

fundamentales de su ordenamiento jurídico interno.  

Las solicitudes procedentes de otros Estados a efectos de identificación, localización, embargo 

preventivo o incautación, aprehensión material o ejecución de la sentencia de extinción de dominio, 

han de recibir la misma prioridad que las realizadas en el marco de los procedimientos internos.  

  

ARTÍCULO 27.- Aplicación de convenios internacionales. Los convenios internacionales de 

cooperación y asistencia legal o judicial, así como cualquier otro convenio internacional que regule la 

colaboración internacional en materia de decomiso y de localización, identificación, recuperación, 

repatriación y extinción del dominio de bienes, suscritos, aprobados y ratificados por el Estado, son 

plenamente aplicables a los casos previstos en la presente ley.  

  

ARTÍCULO 28.- De la cooperación internacional para la administración de bienes. El Estado 

podrá celebrar acuerdos bilaterales y multilaterales de cooperación para facilitar la administración de 

bienes. Tales acuerdos contendrán disposiciones relativas a los gastos de administración y a la forma 

de compartir bienes.  

  

ARTÍCULO 29.- De forma.  

  

ARTÍCULO 30.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.   

  

Alberto Asseff  

Diputado Nacional   

  

  

  

  

 

 

  

 

 

 



  

FUNDAMENTOS  

  

Sra. Presidente,  

  

Esta HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN el 23 de junio de 2016 dio media 

sanción a un proyecto de Ley de Extinción de Dominio, en base al consenso arribado entre bloques 

de diversos orígenes partidarios. Una vez girado al HONORABLE SENADO DE LA NACIÓN, fue 

tratado en el recinto el 22 de agosto de 2018, a poco más de tres meses de caducidad del proyecto, 

introduciendo modificaciones estructurales a la media sanción de Diputados.  

  

Las modificaciones fueron remitidas a la Cámara de origen, a los fines de cumplimentar con el 

procedimiento constitucional de formación y sanción de las Leyes, sin obtener tratamiento hasta la 

finalización del período ordinario de sesiones del año parlamentario 2019.   

  

El proyecto lleva así más de tres años de trámite legislativo sin resolución, por lo que, ante la necesidad 

de otorgar a la Justicia herramientas eficaces para desfinanciar a las organizaciones criminales y 

resguardar el patrimonio estatal, se dictó el DNU 62/2019.   

  

Atento que dicha normativa ejecutiva fue declarada inválida por la Comisión Bicameral de control 

permanente, se presenta este proyecto de ley con respuestas superadoras a las modificaciones 

introducidas por la Cámara alta, como así también actualizando y reviendo todo aquello que ha trabado 

y perjudicado el trámite ordinario.   

  

La extinción de dominio es un instituto jurídico dirigido contra los bienes de origen o destinación ilícita. 

Como tal, es un instrumento de política criminal que busca complementar el conjunto de medidas 

institucionales y legales existentes en el país. Por su naturaleza y alcance, se constituye en un 

mecanismo novedoso y una respuesta eficaz contra el crimen organizado, ya que se enfoca 

exclusivamente en la persecución de toda clase de activos que integran la riqueza derivada de la 

actividad criminal.  

La Ofician de las Naciones Unidas contra la droga y el delito sostiene que la propiedad privada 

adquirida legítimamente es un derecho fundamental protegido por la Constitución, la ley y el derecho 

internacional. Su reconocimiento está sujeto al cumplimiento de su función social, al orden público y 

al bienestar general. En consecuencia, este derecho no puede ser reconocido cuando se trate de 



  

bienes obtenidos de actividades ilícitas, ni gozarán de protección constitucional ni legal cuando sean 

destinados a ellas.   

  

Las actividades ilícitas, en especial las manifestaciones de criminalidad organizada afectan 

gravemente los derechos fundamentales y constituyen una amenaza para el desarrollo sostenible y la 

convivencia pacífica. Por lo tanto, existe la imperiosa necesidad de fortalecer la lucha contra la 

delincuencia, a través de un mecanismo legal que permita al Estado proceder sobre los bienes.   

  

La extinción de dominio constituye un instituto jurídico, autónomo e independiente de cualquier otro 

proceso, dirigido a eliminar el poder y capacidad de la delincuencia. La corrupción y los delitos contra 

la Administración Pública, el narcotráfico, la trata de personas, el terrorismo y demás delitos graves 

afectan el normal funcionamiento de las instituciones democráticas y republicanas, causando enormes 

pérdidas para el Estado, en todas sus dimensiones, que, en definitiva, resultan en mayores costos 

para los ciudadanos.  

  

El fenómeno de la corrupción implica un perjuicio estructural y sistemático al patrimonio y los recursos 

del Estado, provocando una afectación a la igualdad de las cargas públicas y generando un enorme 

costo para la operación eficaz del Estado, a la vez que daña el tejido social y desincentiva el 

cumplimiento de la ley.   

  

En el ejercicio de sus funciones, el Estado debe contar con herramientas consistentes, prácticas y 

eficaces de política criminal, tanto de carácter penal como de carácter no penal, para luchar de manera 

integral contra el flagelo del crimen organizado. El enfrentamiento a los grupos criminales complejos 

implica una serie de desafíos que están dados por la magnitud de los recursos que manejan, su grado 

de organización y sofisticación, lo que hace necesario abordar este flagelo desde diversas 

perspectivas.  

Por ello, es importante destacar que Argentina aprobó las siguientes leyes:    

  

• LEY N° 25.632, CONVENCIÓN INTERNACIONAL CONTRA LA DELINCUENCIA 

ORGANIZADA TRANSNACIONAL.  

  

• LEY N° 26.023, CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA EL TERRORISMO.  

  



  

• LEY N° 26.097, CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN.   

  

• LEY N° 24.759, CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN.  

  

Dentro de este marco jurídico, sumado a los códigos procesales existentes en todo el territorio, en 

conjunto con el Código Penal de la Nación, es imperiosa la necesidad de regular el instituto de 

extinción de dominio como una acción civil para culminar con la posesión de un bien fruto de actos 

ilícitos. Esta ley persigue proveer al MINISTERIO PÚBLICO FISCAL, cuyo fin constitucional es 

promover la actuación de la Justicia en defensa de los intereses generales de la sociedad, de 

instrumentos jurídicos idóneos para lograr de manera eficaz, la intervención del Estado con el objeto 

de obtener la extinción del dominio a su favor del dinero, cosas, bienes, derechos u otros activos, 

ganancia, provecho directo o indirecto que se hubiera obtenido de manera injustificada, provocando 

un enriquecimiento sin causa lícita.  

  

Se propone dotar al Ministerio Público Fiscal de herramientas concretas para llevar adelante juicios 

contradictorios, donde quienes sean acusados de la comisión de los delitos enumerados en la presente 

norma, sean sometidos a una investigación con el objeto de determinar si su patrimonio o parte de él 

está constituido por causa ilícita, y tengan su derecho de defensa preservado conforme lo establece 

la Constitución Nacional.  

 

Por el presente se regula una acción civil de carácter patrimonial a través de la cual, a raíz de la 

sospecha fundada sobre la comisión de un delito grave, el Estado cuestiona la titularidad de un bien 

cuando no se corresponde razonablemente con los ingresos de su tenedor, poseedor o titular, o 

representa un incremento patrimonial injustificado. 

La finalidad de esta herramienta es extinguir por vía de una acción civil el derecho sobre los bienes 

que hayan sido mal habidos por efecto de actos de corrupción o crimen organizado, a fin de 

recuperarlos en beneficio del conjunto de la sociedad.  

  

Se exige para la procedencia de la demanda de extinción de dominio que previamente el juez 

competente en lo penal haya dictado condena en primera instancia y alguna medida cautelar sobre 

los bienes, por su vinculación con el delito.  

  



  

Las actividades ilícitas, en especial las manifestaciones de criminalidad organizada afectan 

gravemente los derechos fundamentales y constituyen una amenaza para el desarrollo sostenible y la 

convivencia pacífica. Por lo tanto, existe la imperiosa necesidad de fortalecer la lucha contra la 

delincuencia, a través de un mecanismo legal que permita al Estado proceder sobre los bienes. 

 

Este proyecto es la reproducción del presentado con mí firma el día 02/03/2021 bajo el número de 

expediente 0106-D-2021.- 

 

Por todo lo expuesto solicito el acompañamiento de mis pares,  

 

  

Alberto Asseff  

Diputado Nacional   

  


